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SENTENCIA 

 

En San Juan, Puerto Rico, a 31 de agosto de 2016. 

La Autoridad de Acueductos y Alcantarillados [en adelante, “la 

Autoridad” o “recurrente”] nos presenta un recurso de revisión judicial 

en el que solicita que revoquemos una Resolución que emitió su 

Oficina de Apelaciones el 31 de marzo de 2016 y que notificó ese 

mismo día.  En esta, la Oficina de Apelaciones declaró que tenía 

jurisdicción para dirimir sobre una controversia relacionada con una 

amonestación que recibió el empleado gerencial Jonathan Torres 

García [en adelante, “Torres García” o “recurrido”].       

Luego de evaluar el expediente ante nuestra consideración, y con 

el beneficio de la comparecencia escrita de ambas partes, CONFIRMAMOS 

la Resolución recurrida.   
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I. 

Los hechos que motivan este recurso de revisión judicial no 

están en controversia.  Surge del expediente que el 7 de julio de 2015, 

el Director de Recursos Humanos y Relaciones Laborales, el señor 

Alberto Feliciano Nieves [en adelante, “el Director de RH”], suscribió 

una carta al recurrido en la que le imputó violaciones a ciertas normas 

de conducta contempladas en el “Reglamento de Normas de Conducta 

y Medidas Disciplinarias de la Autoridad” [en adelante, “el Reglamento 

de Normas”].  A saber, violaciones al Grupo II (descuido en el trabajo) y 

Grupo IV (excederse en las atribuciones del empleo) del Artículo 9.1 

referido Reglamento.  Ello, ante la presunta cancelación de varias 

solicitudes de pedido sin previa autorización.  Se le advirtió al 

recurrido que la Autoridad había decidido suspenderlo de empleo y 

sueldo por 25 días laborables como medida disciplinaria y sobre su 

derecho a solicitar una vista administrativa ante un Oficial de 

Servicios Generales.  

La vista se efectuó el 2 de septiembre de 2015.  Luego, el 20 de 

octubre de 2015, el Director de RH cursó otra carta al recurrido.  Esta 

vez, para informarle que, luego de celebrada la vista administrativa, y 

considerada la prueba que allí se desfiló, la Autoridad determinó 

sustituir la medida disciplinaria propuesta por una amonestación 

escrita. Mediante una comunicación escrita con fecha de 5 de 

noviembre de 2015, el abogado del recurrido informó al Director de RH 

que su representado “sostiene que no incurrió en ningún acto u 

omisión violatoria al Reglamento de Normas de Conducta y Medidas 

Disciplinarias de la AAA.”1  Indicó que el recurrido no aceptaba la 

medida disciplinaria que se le pretendía imponer y que éste solicitaba 

el retiro de los cargos imputados.  En respuesta, el Director de RH se 

reafirmó en la amonestación y le informó que esta permanecería en el 

                                                 
1 Carta del 5 de noviembre de 2015, Ap. 1 de la Oposición. 
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expediente de personal del recurrido.2  No se le notificó al recurrido a 

qué foro debía acudir para cuestionar esa decisión. 

Consecuentemente, el recurrido presentó un recurso apelativo 

ante la Oficina de Apelaciones de la Autoridad en el que le solicitó que 

declarara la improcedencia de la medida disciplinaria decidida en su 

contra.  Por su parte, la Autoridad presentó una moción en la que 

solicitó la desestimación del recurso ante la presunta falta de 

jurisdicción de la Oficina de Apelaciones para dirimir sobre el asunto.  

El recurrido se opuso.  Así las cosas, el 11 de marzo de 2016, la 

Oficina de Apelaciones emitió la Resolución objeto de este recurso de 

revisión judicial.   

Tras distinguir lo que comprende la amonestación formal que se 

impone como medida disciplinaria de aquella acción correctiva que 

imparte un supervisor a sus empleados, la Oficina de Apelaciones 

concluyó que en el caso del recurrido se trató de la primera.3  Detalló 

que esta se hace mediante la formulación de cargos, que es una de las 

medidas disciplinarias reconocidas en el Reglamento de Normas, y que 

tiene efectos y consecuencias adversas sobre los intereses y derechos 

propietarios que alberga un empleado de carrera sobre su puesto.  En 

vista de ello, concluyó que al recurrido se le debe garantizar un 

procedimiento justo y equitativo mediante el cual pueda cuestionar la 

actuación administrativa.  Por consiguiente, resolvió que estaba 

facultada para atender el caso.   

Ante la reconsideración solicitada, el 31 de marzo de 2016 la 

Oficina de Apelaciones reiteró su dictamen.  Inconforme, la Autoridad 

acudió ante este Tribunal de Apelaciones mediante el recurso de 

revisión judicial de título.  Plantea que: 

ERRÓ LA OFICINA DE APELACIONES AL DECLARARSE CON 

JURISDICCIÓN PARA ATENDER LA CONTROVERSIA RELACIONADA 

CON AMONESTACIONES DE EMPLEADOS. DE ESTA MANERA SE 

                                                 
2 Carta del 24 de noviembre de 2015, Ap. III del Recurso de Revisión Judicial [en 

adelante, “RRJ”], pág. 31. 
3 Resolución del 11 de marzo de 2016, Ap. VI del RRJ, pág. 44. 
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EXCEDE DE SUS FACULTADES LAS CUALES ESTÁN CLARAMENTE 

DELIMITADAS POR EL REGLAMENTO DE RECURSOS HUMANOS PARA 

EMPLEADOS NO CUBIERTOS POR CONVENIOS COLECTIVOS, EN 

ADELANTE, “REGLAMENTO DE RECURSOS HUMANOS.” 

 
 

II. 

 
A. 

 

La revisión judicial de las decisiones administrativas permite 

asegurar que las agencias con poderes adjudicativos actúen dentro de 

las facultades delegadas y que cumplan con los principios 

constitucionales, en particular, con las garantías que emanan del debido 

proceso de ley.  Este mecanismo garantiza que los ciudadanos tengan 

un foro al cual acudir para vindicar sus derechos y para obtener un 

remedio frente a actuaciones arbitrarias o irrazonables. Assoc. Ins. 

Agencies, Inc. v. Com. Seg. P.R., 144 DPR 425, 435 (1997); Hernández 

Denton v. Quiñones Desdier, 102 DPR 218, 223-224 (1974).  

Es norma reiterada en nuestro ordenamiento jurídico que en el 

ejercicio de la revisión judicial de decisiones administrativas, los 

tribunales debemos conferirle deferencia a las resoluciones que emiten 

las agencias administrativas. González Segarra et al. v. CFSE, 188 DPR 

252, 276 (2013); Mun. de San Juan v. CRIM, 178 DPR 163, 175 (2010).  

Podemos entonces precisar que las decisiones de las agencias gozan de 

una presunción de corrección. Hatillo Cash & Carry v. A.R.Pe., 173 DPR 

934, 960 (2008).  Este principio se fundamenta en la premisa de que 

son las agencias quienes cuentan con el conocimiento experto y con la 

experiencia especializada sobre los asuntos que les han sido 

encomendados. Otero v. Toyota, 163 DPR 716, 727 (2005).  Es por ello 

que, ante una revisión judicial, los tribunales debemos ser cuidadosos al 

intervenir con el criterio de la agencia. González Segarra et al. v. CFSE, 

supra; Empresas Loyola v. Com. Ciudadanos, 186 DPR 1033, 1041 

(2012).  

Al evaluar recursos de revisión administrativa, la facultad revisora 

de los tribunales es limitada. Mun. de San Juan v. CRIM, supra, en la 
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pág. 175.  Sobre el alcance de la revisión judicial, la Ley de 

Procedimiento Administrativo Uniforme [en adelante, “LPAU”], Ley Núm. 

170 de 12 de agosto de 1988, 3 LPRA sec. 2101 et seq, establece lo 

siguiente:    

El Tribunal podrá conceder el remedio apropiado si 
determina que el peticionario tiene derecho a un remedio.   
Las determinaciones de hecho de las decisiones de las 

agencias serán sostenidas por el Tribunal, si se basan en 
evidencia sustancial que obra en el expediente 

administrativo. 
Las conclusiones de derecho serán revisables en todos sus 
aspectos.   

 
Sección 4.5 de la LPAU, 3 LPRA sec. 2175.   

  

Cónsono con lo anterior, el Tribunal Supremo de Puerto Rico ha 

expresado que los tribunales no debemos intervenir o alterar las 

determinaciones de hechos de un organismo administrativo si de la 

totalidad del expediente administrativo surge evidencia sustancial que 

las apoye. González Segarra et al. v. CFSE, supra, en las págs. 276-

277.  Comprende “evidencia sustancial” aquella evidencia relevante 

que una mente razonable podría aceptar como adecuada para sostener 

una conclusión. Íd.  La parte que procura controvertir las 

determinaciones de hechos de un organismo administrativo debe 

demostrar la existencia de otra prueba que revele que la decisión de la 

agencia no estuvo fundamentada en evidencia sustancial o que 

reduzca el valor de la evidencia impugnada. González Segarra et al. v. 

CFSE, supra, en la pág. 277; Otero v. Toyota, supra, en la pág. 728.  De 

no lograrlo, el tribunal deberá abstenerse de sustituir el criterio de la 

agencia por el suyo. González Segarra et al. v. CFSE, supra.   

No obstante, cuando se trata de conclusiones de derecho, el 

tribunal puede revisarlas en todos sus aspectos sin sujeción a norma o 

criterio alguno. González Segarra et al. v. CFSE, supra; Pereira Suárez 

v. Jta. Dir. Cond., 182 DPR 485, 513 (2011).  En reconocimiento de la 

pericia y el conocimiento especializado que poseen las agencias sobre 

las leyes y reglamentos que se les encomendó velar por su 
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administración y cumplimiento, cuando la interpretación que realice 

sobre estas sea razonable, aunque no sea la única, los tribunales 

deberán darle deferencia. González Segarra et al. v. CFSE, supra; Asoc. 

Ins. Agencies, Inc. v. Com. Seg. P.R., 144 DPR 425, 436 (1997).  Los 

tribunales podrán sustituir el criterio de la agencia por el propio 

cuando no encuentren base racional que explique la decisión 

administrativa. Otero v. Toyota, supra, en la pág. 729.  Por tanto, se 

trata de un ejercicio de determinar la razonabilidad de la agencia.  

En fin, la revisión judicial de decisiones administrativas se debe 

limitar a determinar si la agencia actuó arbitraria o ilegalmente, o en 

forma tan irrazonable que su actuación constituye un abuso de 

discreción. Rebollo v. Yiyi Motors, 161 DPR 69, 76 (2004); Fuertes y 

otros v. A.R.Pe., 134 DPR 947, 953 (1993).  Corresponde a los 

tribunales determinar si: (1) el remedio concedido por la agencia fue 

apropiado; (2) las determinaciones de hecho realizadas por la agencia 

están sostenidas por evidencia sustancial en el expediente 

administrativo; y (3) las conclusiones de derecho fueron las correctas. 

Rivera v. A & C Development Corp., 144 DPR 450, 460-461 (1997).  

 

B. 

El debido proceso de ley comprende el "derecho de toda persona 

a tener un proceso  justo y con todas las garantías que ofrece la ley, 

tanto en el ámbito judicial como en el administrativo". Aut. Puertos v. 

HEO, 186 DPR 417, 428 (2012); Marrero Caratini v. Rodríguez 

Rodríguez, 138 DPR 215, 220 (1995).  Se encuentra recogido en la Sec. 

7 del Art. II de la Constitución de Puerto Rico y en la Quinta y 

Decimocuarta Enmienda de la Constitución de Estados Unidos.  En 

esencia, garantiza que el Estado no intervendrá con la libertad y 

propiedad de sus ciudadanos sin antes brindárseles la oportunidad 

básica de ser escuchados y defenderse. Íd; U. Ind. Emp. A.E.P. v. A.E.P., 

146 DPR 611, 617 (1998).   



 

KLRA201600450 

    

 

7 

Este derecho fundamental se manifiesta en dos vertientes, a 

saber: la sustantiva y la procesal. Domínguez Castro et al. v. E.L.A. I, 

178 DPR1, 35 (2010).  Aquella pertinente a este caso, la procesal, exige 

que, de verse afectada la libertad o algún derecho propietario de un 

ciudadano, este tendrá acceso a un proceso que sea cónsono con los 

principios de justicia e imparcialidad. Aut. Puertos v. HEO, supra; 

Rivera Rodríguez & Co. v. Lee Stowell, etc, 133 DPR 881, 887-888 

(1993).  Para que se active dicha protección, tiene que existir un 

interés individual de libertad o propiedad. Aut. Puertos v. HEO, supra; 

Rivera Santiago v. Srio. de Hacienda, 119 DPR 265, 273-274 (1987).  

Nuestro ordenamiento jurídico ha reconocido que la retención de un 

empleo o la expectativa de continuidad en el mismo son intereses 

propietarios protegidos por el debido proceso de ley. U. Ind. Emp. A.E.P. 

v. A.E.P., supra. 

 

C. 

En virtud de las facultades que le confieren su ley orgánica, la 

Ley Núm. 40 de 1 de Mayo de 1945, según enmendada, 22 LPRA sec. 

141 et seq, y la Ley de Procedimientos Administrativos Uniformes, 3 

LPRA sec. 2101 et seq, la Autoridad aprobó el 22 de julio de 1994 su 

Reglamento de Normas.  Este le es de aplicación a todos sus 

empleados, sin distinción alguna. Artículo 3 del Reglamento de 

Normas.  En su Artículo 10.1 establece el procedimiento ordinario que 

habrá de seguirse ante la formulación de cargos contra alguno de sus 

empleados cuando la suspensión de empleo y sueldo sea una 

alternativa como sanción.  El referido articulado dispone lo siguiente: 

ARTÍCULO 10 – FORMULACIÓN DE CARGOS Y 
DERECHO A APELACIÓN 

10.1 Procedimiento ordinario 

1) El Director podrá suspender de empleo y sueldo o 

destituir a cualquier empelado por justa causa o previo a 
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la formulación de cargos, garantizando al empleado el 
derecho a ser oído como parte del debido proceso de ley. 

2) En los casos en que surja la posibilidad de aplicación de 

medidas disciplinarias cuya sanción pueda resultar en la 
suspensión de empleo y sueldo o la destitución de un 

empleado, el Director: 

a) Hará una investigación dentro de un término de 
sesenta días (60) laborables desde que se tuvo 
conocimiento oficial de los hechos. […] 

b) Luego de realizada la investigación y entenderse 

que procede la aplicación de la medida disciplinaria 
se notificará al empleado los cargos de la intención de 

tomar tal medida, por escrito, señalando 
específicamente las violaciones a este reglamento o 
cualquiera otros reglamentos o normas de la 

Autoridad en que ha incurrido el empleado, así como 
la medida disciplinaria a imponérsele de resultar 

probados los cargos. […] 

c) En la formulación de cargos sele advertirá al 
empleado de su derecho a solicitar una vista 
administrativa ante el Director o su representante 

autorizado dentro del término de quince (15) días 
laborables, contados a partir del recibo de la 
formulación de cargos a los fines de que el empleado 

pueda ofrecer su versión de los hechos con el 
propósito de refutarlos o explicarlos. 

ch) Transcurrido dicho término sin que el empleado 

haya solicitado la vista administrativa o habiéndose 
radicado dicha solicitud fuera del término dispuesto, 
se tendrán por probados los cargos imputados al 

empleado y se hará efectiva la sanción previamente 
notificada. 

d) Si el empleado solicitara la vista administrativa 

dentro del término establecido, dicha solicitud dejará 
en suspenso el procedimiento para acudir ante el 
comité correspondiente. […] 

e) Del empleado no estar de acuerdo con la 

determinación final del Director, éste tendrá 
derecho a apelar dicha decisión ante el comité 

correspondiente, estipulado en el Reglamento de 
Personal o convenios colectivos vigentes, dentro de un 
término de diez (10) días laborables contados a partir 

del recibo de notificación final de los cargos por el 
Director. 

f) Si el empleado apelara dentro del término 

estipulado ante los comités o foros correspondientes, 
la medida quedará en suspenso hasta que el caso sea 
resuelto por el comité, excepto en los casos 

establecidos en la Sección 10.2 del presente 
reglamento. 

g) Si alguno de los pasos dentro del procedimiento 

establecido en este reglamento estuviera en conflicto 
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con las disposiciones de los convenios colectivos para 

estos fines, estos últimos prevalecerán sobre las 
disposiciones del procedimiento establecido en este 

reglamento. (Énfasis nuestro)            

En consideración al estado de derecho prevaleciente y que aquí 

hemos expuesto, resolvemos.  

III. 

En su recurso de revisión judicial, la Autoridad alega que la 

Oficina de Apelaciones incidió al declarar que estaba facultada para 

atender el recurso de apelación administrativa que presentó el 

recurrido Torres García.  Este último sostiene la corrección de la 

determinación administrativa en cuestión.  Así pues, nos corresponde 

resolver si la Oficina de Apelaciones posee jurisdicción para dirimir 

sobre controversias relacionadas con amonestaciones escritas 

impuestas como medidas disciplinarias a los empleados gerenciales de 

la Autoridad.   

Examinado el expediente en su totalidad, coincidimos con el 

criterio del foro administrativo.  

La Autoridad fundamenta su reclamo en lo que dispone el  

Artículo 19 del “Reglamento de Recursos Humanos de la Autoridad de 

Acueductos y Alcantarillados para todos los empleados regulares no 

cubiertos por convenios colectivos” [en adelante, “Reglamento de 

Recursos Humanos”].  Indica que este expresamente excluye de la 

jurisdicción de la Oficina de Apelaciones aquellas controversias sobre 

medidas disciplinarias que no impliquen la destitución o suspensión de 

empleo y sueldo de un empleado.  Puesto que la Autoridad modificó la 

sanción originalmente advertida a una amonestación escrita, concluye 

que la Oficina de Apelaciones no está facultada para intervenir.  No nos 

persuaden sus planteamientos. 

La Sección 19.1 del Reglamento de Recursos Humanos reconoce 

a la Oficina de Apelaciones como el foro apelativo de naturaleza 

administrativa encargado de atender y resolver aquellas controversias 
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relativas a la Autoridad sobre las cuales posea jurisdicción.4  En su 

Sección 19.2, este define la jurisdicción de la Oficina de Apelaciones de 

la siguiente forma: 

Sección 19.2 Jurisdicción 

La Oficina de Apelaciones tendrá jurisdicción sobre las 
controversias que presenten los empleados regulares 
relacionadas con medidas disciplinarias que conlleven 

exclusivamente destitución o suspensión de empleo y 
sueldo. De igual manera, tendrá jurisdicción para atender 

controversias sobre determinaciones o acciones del 
Presidente Ejecutivo o su Representante Autorizado 
relacionadas con valoración de puestos, reclutamiento, 

ascensos, traslados, descensos, retención, salarios y 
cualquier otro derecho otorgado por esta reglamentación 

relacionado con los empleados regulares que no estén 
cubiertos por convenios colectivos.5     
   

Evidentemente, la recién citada Sección utiliza un lenguaje 

excluyente en cuanto a aquellas controversias que no guarden relación 

con medidas disciplinarias que acarreen la destitución o suspensión de 

empleo y sueldo de un empleado.  No obstante, no podemos perder de 

perspectiva que el proceso que la Autoridad pretende impugnar se 

circunscribe a los eventos que comenzaron con la carta que cursó al 

recurrido el 7 de julio de 2015, por vía del Director de RH.  Dicha 

comunicación escrita comprendió la formulación de cargos al 

recurrido.6  En esta, la Autoridad le imputó dos cargos, uno por 

violaciones al Grupo II (descuido en el trabajo) y otro por violaciones al 

Grupo IV (excederse en las atribuciones del empleo).  Tales cargos 

acarreaban como sanción la amonestación escrita al recurrido, y su 

suspensión de empleo y sueldo durante 21 a 25 días, 

respectivamente.7  En aquella ocasión, la Autoridad le informó que 

                                                 
4 Véase, Reglamento de Recursos Humanos, Ap. IX del RRJ, pág. 158. 
5 Íd, en la pág. 159. 
6 El Artículo 3 del Reglamento de Normas define la “formulación de cargos” de la 

siguiente forma: 

 
Significará el documento mediante el cual el Director notifica a un empleado 
las violaciones incurridas con respecto a las normas de productividad, 

eficiencia, orden y disciplina que deben prevalecer en el servicio público. 
  

7 El Reglamento de Normas prescribe para el cargo de “descuido en el trabajo” 

(Grupo II) una sanción de amonestación escrita como primera ofensa y por las 

subsiguientes contempla sanciones desde suspensión de empleo y sueldo por 11-15 

días, hasta la destitución.  En cuanto al cargo de “excederse en las atribuciones del 

empleo” (Grupo IV), establece la suspensión de empleo y sueldo de 21-15 días 
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había decidido suspenderle de empleo y sueldo por 25 días laborables 

como medida disciplinaria.   

El recurrido en ningún momento ha aceptado la falta imputada.  

Es por ello que solicitó una vista administrativa conforme el 

procedimiento de cargos y derecho a apelación que emana del Artículo 

10.1 del Reglamento de Normas.  En esta expuso sus argumentos y la 

prueba en la que amparaba su reclamo. En consideración a estos, la 

Autoridad decidió modificar la sanción originalmente advertida a una 

amonestación escrita.8  Por tanto, estamos ante un proceso 

disciplinario en el que se formularon cargos a un empleado y se le 

advirtió la decisión de suspenderlo de empleo y sueldo, pero luego se 

modificó la sanción a una amonestación escrita que pasaría a formar 

parte de su expediente personal.9    

El Reglamento de Normas contempla tres tipos de medidas 

disciplinarias que el patrono puede imponer a sus empleados en caso 

que violenten sus normas.  La más grave de estas es la destitución, 

seguida por la suspensión temporal de empleo y sueldo, y finalmente la 

amonestación escrita al empleado.10  Esta última, pese a que es la 

menos severa de las sanciones, tiene efectos y consecuencias adversas 

a los intereses o derechos que alberga el empleado de carrera sobre su 

puesto.  Ello se debe a que, una vez advenga final y firme, esta pasa a 

formar parte del expediente oficial del empleado, tal como advirtió el 

Director de RH al recurrido en su carta del 24 de noviembre de 2015.       

Ante una primera ofensa, el Reglamento de Normas establece 

sanciones más severas para las subsiguientes, las cuales incluso 

podrían acarrear la destitución del empleado.  Por tanto, no se trata de 

una simple “medida correctiva” de aquellas que imparte un supervisor 

a su supervisado para prevenir acciones disciplinarias.  Más bien, se 

                                                                                                                                                
como sanción ante una primera ofensa, y la destitución por una segunda. Véase, 

Reglamento de Normas, Ap. X del RRJ, págs. 186 y 192.   
8 Así surge de la Carta del 20 de octubre de 2015, Ap. II del RRJ, pág. 20.  
9 Carta del 24 de noviembre de 2015, supra. 
10 Artículo 9 del Reglamento de Normas, supra, en las págs. 184-200.  
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trata de una “medida disciplinaria” que impone, por justa causa, el 

Director Ejecutivo de la Autoridad o una persona autorizada para ello, 

mediante la formulación de cargos por escrito y previa celebración de 

vista. Artículo 3 del Reglamento de Normas.  

En vista de las implicaciones que acarrea una amonestación 

formal para un empleado de carrera de la Autoridad, a este se le debe 

garantizar un procedimiento justo y equitativo donde pueda cuestionar 

la actuación de su patrono.  Cónsono con las garantías de debido 

proceso de ley que cobijan al recurrido, la Autoridad no puede 

intervenir con el interés propietario de este sobre su puesto sin antes 

brindarle una oportunidad real de ser escuchado y defenderse. Aut. 

Puertos v. HEO, supra; Marrero Caratini v. Rodríguez Rodríguez, supra; 

U. Ind. Emp. A.E.P. v. A.E.P., supra. 

Otro factor a considerar es el hecho de que la Autoridad cuenta 

con un procedimiento ordinario para este tipo de situaciones y no lo 

siguió.  Además de detallar aquellas actuaciones sujetas a medidas 

disciplinarias, el Reglamento de Normas de la Autoridad establece en 

su Artículo 10.1, antes citado, el proceso a seguir ante la formulación 

de cargos a un empleado de la referida corporación pública que 

pudiesen acarrear su suspensión de empleo y sueldo o destitución.  En 

el caso que nos ocupa, este comenzó con la formulación de cargos que 

se le hizo al recurrido mediante la carta del 7 de julio de 2015.  En 

cumplimiento con el referido proceso reglamentario, se le informó sobre 

los cargos que le eran imputados, los hechos que motivaron la 

formulación de estos y las medidas disciplinarias que acarreaban; 

específicamente  la suspensión de empleo y sueldo por 25 días 

laborables.  También se le advirtió de su derecho a solicitar una vista 

administrativa.   

Celebrada la vista, el referido procedimiento reglamentario 

reconoce al recurrido el derecho a apelar la decisión final que tome el 

Director de RH de no estar de acuerdo con ella.  La Autoridad venía 
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obligada a notificarle al recurrido el foro adecuado al que debía acudir 

para hacer valer su derecho. Sección 10.1(2)(e) del Reglamento de 

Normas.  Sin embargo, no lo hizo, vulnerando de esta forma su propio 

Reglamento.  Pese a que cuestiona la jurisdicción de la Oficina de 

Apelaciones para atender el recurso de apelación administrativa que 

instó el recurrido, la Autoridad no ha precisado cuál, en todo caso, 

sería el foro apropiado para ello. 

Mantener desprovisto al recurrido de un foro adecuado en el que 

pueda cuestionar una determinación final de su patrono que afecta sus 

intereses propietarios, sin duda violenta el derecho a un debido 

proceso de ley que constitucionalmente, y hasta por los propios 

reglamentos de la Autoridad, le son garantizados a este.  El análisis de 

los autos que hemos hecho, nos lleva a concluir que no surgen razones 

por las cuales debamos interferir con el criterio del foro administrativo.  

En mérito de lo expuesto, resolvemos que actuó correctamente la 

Oficina de Apelaciones de la Autoridad al asumir jurisdicción sobre el 

asunto.  Acentuamos que sostener lo contrario constituiría una clara 

incongruencia en Derecho en detrimento de aquellos que cobijan al 

recurrido.  No se cometió el error alegado. 

 
IV. 

 

Por los fundamentos expuestos, SE CONFIRMA la Resolución 

recurrida.  

 Lo acordó y manda el Tribunal y lo certifica la Secretaria del 

Tribunal. 

 

Lcda. Dimarie Alicea Lozada 
Secretaria del Tribunal de Apelaciones 

 

 

  
 


